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El incidente de reparación integral, es el mecanismo al cual puede acudir la victima 
después de la sentencia penal condenatoria, para buscar la indemnización pecuniaria, 
verdad y justicia de la responsabilidad civil, por el daño.   
 
Al revisar sentencias sobre el tema se encontraron diferencias entre la 
indemnización contencioso administrativa y la jurisdicción ordinaria que debe ser igual; 
observando, que las víctimas activan doblemente el aparato judicial, ocasionando con 
esto abuso del derecho, afectación a la seguridad jurídica, enriquecimiento sin justa 
causa y congestión judicial; por ello, para proteger el patrimonio estatal, se proponen la 
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The incident of integral reparation, is the mechanism to which the victim can go after 
the conviction, to seek pecuniary compensation, truth and justice of civil liability, for the 
damage. 
 
When reviewing sentences on the subject, differences were found between 
contentious administrative compensation and the ordinary jurisdiction that should be the 
same; noting that the victims double-activate the judicial apparatus, thereby causing 
abuse of the right, damage to legal certainty, enrichment without just cause and judicial 
congestion; Therefore, in order to protect state assets, identical integral reparations are 









El incidente de reparación integral es el mecanismo procesal incidental, al cual 
puede acudir la victima después de anunciado el sentido del fallo en el proceso penal. 
Su objetivo es lograr la indemnización pecuniaria que se origina como fruto de la 
responsabilidad civil, resultante del daño ocasionado con el delito. Mediante este, 
también se materializa el derecho que le asiste a la víctima a obtener la verdad, la 
justicia y la reparación integral.  
 
Este artículo, tiene por objeto establecer la diferencia existente entre la reparación 
integral por la jurisdicción ordinaria y la que se da ante la jurisdicción contencioso 
administrativa; y de manera puntual, visibilizar cómo hay una diferencia que motiva hoy 
a las víctimas a buscar la reparación integral en dos jurisdicciones diferentes para el 
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mismo daño. Se realiza además, una crítica a la posición jurisprudencial que ha 
desarrollado el Consejo de Estado en los casos de doble reclamación, por cuanto esto 
lesiona el interés patrimonial del Estado, permitiendo el abuso del derecho, la 
afectación de la seguridad jurídica, el enriquecimiento sin justa causa y contribuyendo a 
la congestión judicial. 
 
Para ello se realizó la revisión de casos sobre el tema, encontrando que la 
indemnización en sede contencioso administrativa es patrimonialmente diferente a la 
reconocida en la jurisdicción ordinaria mediante el incidente de reparación integral, lo 
que debería en la práctica, ser igual, por cuanto todas la ramas del poder público están 
instituidas para regirse en la ejecución de sus funciones y de los procesos que ante 
ellas se adelanten por los principios de igualdad y equidad.  
 
 
Descripción del problema y metodología.  
 
El Estado colombiano responde patrimonialmente por las acciones u omisiones de 
sus agentes, que generan la causación de perjuicios a las personas que no estaban en 
el deber jurídico de soportarlo. De esta forma, el funcionario que con ocasión del actuar 
en el ejercicio de sus funciones haya cometido un daño, será responsable como 
mínimo en el ámbito disciplinario y penal, sí su proceder por ejemplo también atentó 
contra la integridad física de las personas o dispuso erradamente del erario, entre 
otras. 
 
De este modo, la persona afectada con la comisión del delito podrá solicitar que se 
inicie un proceso penal en contra del funcionario; en el cual, se determinará su 
responsabilidad con pleno estudio de las motivaciones y del contexto en el que se 
desarrolló el hecho. Adicionalmente habrá sanción disciplinaria, patrimonial y una 




Este artículo tiene por objeto, dejar entrever la diferencia existente entre la 
reparación integral que se da vía jurisdicción ordinaria, mediante el incidente de 
reparación y la reparación integral que se da ante la jurisdicción contencioso 
administrativa. De manera puntual, destacar cómo esta diferencia es motivo hoy, para 
que muchas víctimas en busca de la reparación integral accionen el aparato judicial 
para reclamar doblemente ante dos jurisdicciones diferentes por el mismo daño; al 
mismo tiempo se hace una crítica a la posición jurisprudencial que ha tomado el 
Consejo de Estado en los casos de doble reclamación, por cuanto permite demandar 
ante la jurisdicción contenciosa, aun habiéndose constituido la víctima en parte civil 
dentro del proceso penal. 
 
Ahora bien, es decisión de la víctima, si a la hora de buscar la reparación de esos 
perjuicios que se derivan del daño, decide que en lugar de solicitarlos ante la 
jurisdicción ordinaria, acude ante la jurisdicción contencioso administrativa con tal fin; 
amparándose en la cláusula general de responsabilidad patrimonial del Estado 
consagrada en el artículo 90 de la Constitución Política; la cual requiere, para su 
materialización la ocurrencia de un daño antijurídico imputable a una entidad del 
Estado por una acción u omisión de alguno de sus agentes; concomitantemente, 
mediante el artículo 140 del Código Contencioso Administrativo, el legislador consagra 
la institución jurídica denominada medio de control de reparación directa, de la cual 
hará uso la víctima para solicitar el estudio de la falla en el servicio de la entidad 
pública. 
 
Suponiendo que la víctima decide ser indemnizada dentro del proceso penal a través 
del incidente de reparación integral, o mediante una demanda de responsabilidad civil 
extracontractual en contra del funcionario, deberían en todo caso quedar subsanados 
toda clase de perjuicios por la actuación anómala del agente; y en consecuencia la 
víctima no debería acudir ante el juez contencioso alegando otro tipo de 
responsabilidad patrimonial por parte de la entidad pública, con fundamento en el 




Por lo expuesto, el presente tiene por objeto, dejar entrever la diferencia existente 
entre la reparación integral que se da vía jurisdicción ordinaria mediante el incidente de 
reparación y la reparación integral que se da ante la jurisdicción contencioso 
administrativa. De manera puntual, destacar como esta diferencia es motivo hoy para 
que muchas víctimas en busca de la reparación integral accionen el aparato judicial 
para reclamar doblemente ante dos jurisdicciones diferentes por el mismo daño; al 
mismo tiempo hacer una crítica a la posición jurisprudencial que ha tomado el Consejo 
de Estado en los casos de doble reclamación, por cuanto permite demandar ante la 
jurisdicción contenciosa, aun habiéndose constituido la víctima en parte civil dentro del 
proceso penal (bajo algunos presupuestos que se describen adelante).  
 
El artículo se desarrolló mediante un análisis crítico al pronunciamiento que sobre el 
tema ha realizado el Consejo de Estado; evidenciando entonces, que la posición de 
esta corporación ha sido dinámica, por cuanto en principio se acogió una primera tesis 
que cerraba la puerta a la doble indemnización, para pasar luego a concretar que sí era 
posible la doble persecución de perjuicios, siempre y cuando a la entidad se le 
descontara lo pagado en el proceso penal.  
 
Posteriormente, aceptó que la víctima podría acudir ante la jurisdicción contenciosa 
siempre y cuando se demostrara que la condena impuesta al funcionario mediante el 
incidente de reparación integral, no fue satisfecha. Para encontrar ahora que hay una 
mezcla de los elementos ya mencionados. 
 
Es por ello, que se propone que la reparación ante la jurisdicción contenciosa en 
caso de darse; no debería referirse más que a la declaratoria de la falla en el servicio 
de la entidad y a la reparación de los perjuicios inmateriales (no resarcibles 
pecuniariamente), que no son reconocidos en el incidente de reparación integral, por 










Según Nanclares y Gómez (2017) la reparación surge históricamente, como una 
consecuencia que se deriva de la responsabilidad civil y penal, inicialmente fusionadas 
y por ello las penas para resarcir el daño que se imponían era la afectación del cuerpo, 
(castigos físicos, ley del talión, entre otros) y pecuniarias. 
 
Esto indica que desde que el hombre es un ser social, ha desarrollado códigos de 
comportamiento entre los grupos, y cuando estos son trasgredidos y con ello se afecta 
la vida, honra o bienes de una persona, se genera un daño, el cual define Henao, 
(2015) como: 
 
[…]toda afrenta a los intereses lícitos de una persona, trátese de derechos 
pecuniarios o de no pecuniarios, de derechos individuales o de colectivos, que se 
presenta como lesión definitiva de un derecho o como alteración de su goce 
pacífico y que, gracias a la posibilidad de accionar judicialmente, es objeto de 
reparación si los otros requisitos de la responsabilidad civil -imputación y 
fundamento del deber de reparar- se encuentran reunidos. (p. 4) 
 
Según la Sentencia T-325 de 2002, se definen tres clases de daños, dependiendo 
del número de afectados:  
 
(i) El daño individual, que afecta derechos patrimoniales, extrapatrimoniales y 
fundamentales de un solo individuo identificado e identificable; (ii) el daño de 
grupo, que afecta a una porción de individuos o a un grupo de individuos que 
forman parte de una comunidad determinada o determinable; y (iii) el daño 
colectivo, que no afecta directamente a un individuo o a un grupo de individuos, 
pero sí a una comunidad determinada o determinable. (Corte Constitucional, 
2002) 
 
Por lo tanto, para que se genere la obligación de reparar debe confirmarse la 
existencia de un daño previo, el cual debe haber transgredido el orden jurídico, de tal 
forma, que como resultado se generen consecuencias físicas, económicas o 
sicológicas. Así, confirmada su existencia y la vulneración a un bien jurídico tutelado, 
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se genera el deber de reparar por parte de quien lo causa; se tiene entonces, que 
atendiendo a la diversidad del daño, aunque la reparación no siempre tiene que ser de 
tipo económico, “… el reconocimiento de una indemnización por los perjuicios 
derivados de un delito es una de las soluciones por las cuales ha optado el legislador 
ante la dificultad en materia penal de lograr el pleno restablecimiento de los derechos y 
bienes jurídicos violentados…”(Corte Constitucional, 2002). 
 
Henao, desarrolla su teoría de la reparación haciendo claridad que, si bien es cierto 
que una de las formas de reparar el daño es la indemnización económica, esta no es la 
única manera de realizar la reparación, porque según el diccionario de la Real 
Academia de la Lengua Española (2018), reparar es: “[…] 2.  Enmendar, corregir o 
remediar. 3. tr. Desagraviar, satisfacer al ofendido”. 
 
Esto implica que desde la definición se pueden observar varios verbos a utilizar, 
según el tipo de reparación a la que se va a aplicar, por cuanto “enmendar” significa, 
“resarcir, subsanar los daños” (RAE), lo que implicaría que la reparación va de la mano 
del tipo de daño causado, y en el caso de “satisfacer al ofendido”, se hace necesario el 
establecimiento de los tipos de reparación de perjuicios. 
 
Principio de reparación integral. 
 
El principio de reparación integral ha tenido un gran desarrollo normativo, tanto a 
nivel legal y jurisprudencia como convencional. Se tiene entonces, que es consagrado 
por la jurisprudencia de la Corte Constitucional, del Consejo de Estado y de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, como derecho fundamental de las víctimas 
afectadas por las violaciones, vulneraciones e infracciones a los derechos humanos; 
consistente en el reconocimiento del daño y en la adopción de medidas, mecanismos e 
institucionales tendientes a devolver a la víctima al estado anterior a la ocurrencia del 
daño, a la reconstrucción del proyecto de vida, a la reconciliación de esta con la 





Mediante la Ley 446 de 1998 en el artículo 16 se establece “…dentro de cualquier 
proceso que se surta ante la administración de justicia, la valoración de los daños 
irrogados a las personas y a las cosas, atenderán los principios de reparación integral y 
equidad…”, de modo tal, que desde el año 1998 ya se hablaba en el ordenamiento 
jurídico de “reparación integral”; pero, para entonces este término no alcanzaba a 
traspasar la esfera del daño netamente económico. 
 
Con posterioridad tanto el Consejo de Estado como la Corte Constitucional, 
reconocen una noción mucho más amplia del “termino reparación integral” al establecer 
que esta  “…va más allá de la esfera estrictamente pecuniaria del individuo, pues en 
ella se deben incluir los bienes jurídicos -como es el caso de la dignidad y los derechos 
humanos- que generalmente no pueden ser apreciados monetariamente, pero que, si 
resultan lesionados por el Estado, deben ser reparados mediante 
compensación…”(Consejo de Estado, 2007). 
 
De modo que, con posterioridad y atendiendo al bloque de constitucionalidad 
establecido en el artículo 93 de la Constitución Política, el principio de reparación 
integral fue armonizado con lo que al respeto establecía la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos y las Naciones Unidas en materia de restitución, indemnización y 
rehabilitación de las víctimas de violación de derechos humanos y libertades 
fundamentales. 
 
Dado el poder vinculante que esta normativa tiene sobre el ordenamiento jurídico 
interno, se creó un programa de atención personalizada para las víctimas del conflicto 
armado interno que incluye atención psicosocial y que aparte de dignificar y reconocer 
a las víctimas como sujeto de derechos, concreta la reparación en cinco medidas: La 
Indemnización, la garantía de no repetición, la satisfacción, la restitución y la 




Así, mediante la Ley 1448 del 2011,se establecen las medidas de atención, 
asistencia y reparación integral a las víctimas del conflicto armado interno. Donde las 
medidas de satisfacción comprenden: el ejercicio de acciones de reconstrucción del 
tejido social en las comunidades, conmemoración y homenaje a las víctimas, actos de 
perdón público, memoria histórica, exención del servicio militar y desincorporación de 
las víctimas del conflicto armado. 
Al mismo tiempo, las medidas de rehabilitación comprenden estrategias de 
recuperación emocional, programas de atención psicosocial y salud integral. 
Adicionalmente, las garantías de no repetición comprenden la verificación de los 
hechos y difusión pública y completa de la verdad y sanciones a los responsables de 
los hechos, etc. 
 
 
Reparación ante la jurisdicción contenciosa administrativa. 
 
Mediante el artículo 90 de la Constitución Política de 1991, se eleva a rango 
constitucional la responsabilidad que le asiste al Estado colombiano, respecto de los 
daños antijurídicos que le sean imputables como consecuencia de la acción u omisión 
de las autoridades públicas y de sus agentes. 
 
Sin embargo, para que pueda predicarse dicha responsabilidad, se debe considerar 
la ocurrencia del daño antijurídico como elemento fundamental y requisito sine qua non. 
 
Definido este, no como el proveniente de la ilicitud del hecho, sino, como el 
proveniente de la inexistencia de normativa jurídica que le imponga al ciudadano el 
deber jurídico de soportarlo. 
 
Al respecto el Consejo de Estado ha definido el daño antijurídico como “…el que 
equivale a la lesión de un interés legítimo, patrimonial o extrapatrimonial que la víctima 
no está en la obligación de soportar”(Consejo de Estado, 1996). De manera que, no 
todo hecho proveniente de una entidad pública o de un agente del Estado que lesione 
el interés jurídico y patrimonial de una persona debe ser reparado; por cuanto los 
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ciudadanos en la distribución de cargas públicas y atendiendo al principio de 
solidaridad, están en el deber jurídico de soportar algunos daños legítimos para que el 
Estado pueda desarrollar cabalmente el ejercicio del poder público. 
 
Como segundo elemento indispensable para que el daño sea indemnizable por parte 
del Estado, se requiere que el mismo sea imputable a este, es decir, “atribuible 
jurídicamente al estado” (Consejo de Estado, 2007). Adicionalmente, este daño debe 
ser “cierto, actual, real, determinado o determinable, anormal y protegido 
jurídicamente”. (Consejo de Estado, 2014).Después de configurados los anteriores 
supuestos, el juez debe entrar a cuantificar las sumas correspondientes a las tipologías 
del daño que son solicitadas por la víctima o perjudicado. 
 
En el caso que nos atañe, se hace una breve descripción de la tipología del daño y 
su liquidación ante la jurisdicción contenciosa administrativa, al cual se ve llamado el 
Estado a reparar, cuando con su conducta ha afectado o lesionado los bienes e 
intereses jurídicos de sus administrados. 
 
El artículo 2341 del Código Civil consagra la cláusula general de responsabilidad, la 
cual establece, que todo aquel que con su conducta delictuosa o culposa haya 
generado un daño en otro, está obligado a la indemnización de los perjuicios que se 
deriven del daño. 
 
Así, en materia de indemnización en el ordenamiento jurídico colombiano se han 
reconocido como “… daños indemnizables, los de tipo material, esto es, el daño 
emergente y el lucro cesante (artículo 1614 del Código Civil)así como los 
inmateriales…”(Consejo de Estado, 2011). 
 
Delos daños materiales, se puede decir que son los que ocasionan una pérdida de 
dinero, de este modo, tenemos que este se conforma por el lucro cesante y el daño 
emergente, los cuales son definidos como:Articulo1614 Código Civil “(…Entiéndase por 
daño emergente el perjuicio o la perdida que proviene de no haberse cumplido la 
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obligación o de haberse cumplido imperfectamente, o de haberse retardado su 
cumplimiento; y por lucro cesante, la ganancia o provecho que deja de reportarse a 
consecuencia de no haberse cumplido la obligación, o cumpliéndola imperfectamente, 
o retardado su cumplimiento…)”. 
 
Es decir, como daño emergente se entiende todo aquello que salió o saldrá del 
patrimonio, y el lucro cesante son las oportunidades perdidas o los dineros que no 
ingresaron o no ingresarán al patrimonio de la persona. 
 
Estos son reconocidos por el juez en la medida en que son probados en el proceso, 
y para su cuantificación o liquidación, la jurisprudencia ha sentado las bases sobre las 
cuales estos se liquidarán mediante el uso de fórmulas matemáticas previamente 
establecidos por este órgano. Al mismo tiempo se tiene, que su reparación se da por la 
vía de la indemnización in natura o por equivalencia, en la medida en que se 
sobreentiende que al reconocérsele a la víctima los daños materiales en la cantidad en 
que los ha sufrido se estaría ante una indemnización plena. 
 
Ahora, en cuanto a los daños inmaterial o extrapatrimonial se definen como los que 
no generan una pérdida de naturaleza no monetaria. Entre tanto, mediante sentencia 
de Unificación del Consejo de Estado, se ha establecido la tipología de los perjuicios 
inmateriales o extrapatrimoniales así: 
 
La tipología del perjuicio inmaterial se puede sistematizar de la siguiente manera: 
i) perjuicio moral; ii) daño a la salud (perjuicio fisiológico o biológico); iii) cualquier 
otro bien, derecho o interés legítimo constitucional, jurídicamente tutelado que no 
esté comprendido dentro del concepto de “daño corporal o afectación a la integridad 
psicofísica” y que merezca una valoración e indemnización a través de las 
tipologías tradicionales como el daño a la vida de relación o la alteración grave a las 
condiciones de existencia o mediante el reconocimiento individual o autónomo del 
daño (v.gr. el derecho al buen nombre, al honor o a la honra; el derecho a tener una 
familia, entre otros), siempre que esté acreditada en el proceso su concreción y sea 
preciso su resarcimiento, de conformidad con los lineamientos que fije en su 




En cuanto al daño moral, este se define como “…los sentimientos de dolor, tristeza, 
congoja, temor, zozobra entre otros, que conmocionan a las víctimas directas e 
indirectas del daño antijurídico…” (López, Torres, y Gómez, 2015, p. 170) y la 
liquidación del mismo se da mediante indemnización que estableció el Consejo de 
Estado en 100 salarios mínimos mensuales legales vigentes. Excepcionalmente el juez 
puede conceder hasta un tope de 300 SMLMV en los casos de graves afectaciones a 
los derechos humanos en los que se pruebe una mayor afectación. 
 
Adicionalmente, el daño a la salud es otra tipología del daño inmaterial o 
extrapatrimonial, definido como “…la afectación corporal o sicofísica relativa a los 
aspectos o componentes funcionales, biológicos y síquicos de la persona, la cual se 
refleja en las alteraciones a su nivel de comportamiento y desempeño dentro del 
entorno social y cultural que agravan la condición de la víctima…” (Consejo de Estado 
2014, citado por López, Torres, y Gómez, 2015, p. 171).Se liquida mediante 
indemnización que tiene un máximo de 100 salarios mínimos mensuales legales 
vigentes y se paga en forma exclusiva a la víctima, si el juez considera que el daño a la  
salud reviste una mayor relevancia, puede otorgar una indemnización de hasta 400 
salarios mínimos mensuales legales vigentes. 
 
Ahora bien, en cuanto a la afectación grave a los bienes convencional y 
constitucionalmente amparados, son una nueva categoría del daño inmaterial”(Consejo 
de Estado, 2014) que se erige en materia de reparación como un daño autónomo, que 
proviene de la vulneración a derechos humanos reconocidos en el ordenamiento 
jurídico interno y en las convenciones o tratados de derechos humanos ratificados por 
el Estado. 
 
Así, el juez en busca de la reparación integral de la víctima está en la obligación de 
llevar a cabo el control de convencionalidad en el juicio de imputación del daño que 
examina, encaminado a determinar si por medio de éste el Estado ha incurrido en 
graves violaciones a los derechos humanos e infracciones al Derecho Internacional 
Humanitario–instrumentos que fueron introducidos al ordenamiento jurídico colombiano 
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a través del bloque de constitucionalidad consagrado en el artículo 93 de la carta 
magna- con miras a garantizar la verdad, la justicia y la reparación integral de las 
víctimas como derecho fundamental. 
 
Ordenando así medidas de reparación no pecuniarios como medidas de satisfacción, 
rehabilitación, restitución, garantías de no repetición y excepcionalmente indemnización 
que se considere necesaria hasta por 100 SMLMV. Los principios y directrices básicas 
para las satisfacciones de estas medidas se encuentran detalladas en la Resolución 
50/147 del 21 de marzo del 2006 expedida por la Asamblea General de las Naciones 
Unidas. 
 
En materia de reparación de los daños inmateriales se ha optado por acudir a la 
compensación, puesto que se trata de bienes jurídicos que no son susceptibles de 
apreciación económica; en la medida en que ninguna suma de dinero puede dar 
reversa al sufrimiento y al menoscabo sentimental que ha sufrido la victima a raíz del 
daño. 
 
Se tiene entonces, que para la liquidación o cuantificación de los daños inmateriales 
o extrapatrimoniales, el Consejo de Estado ha optado por llevar a cabo un test de 
proporcionalidad; estableciendo límites objetivos a través de tablas que contienen topes 
indemnizatorios, que atienden entre otras cosas: los grados de parentescos y 
convivencia con las víctimas, porcentajes de pérdida de capacidad laboral, el nivel de 
afectación o gravedad de la violaciones a los derechos humanos, entre otras, y dejando 
por sentado los máximos indemnizatorios en los casos excepcionales en que se pruebe 
una mayor afectación. 
 
 






Al igual en la jurisdicción contencioso administrativa, el daño es un elemento 
esencial en la responsabilidad civil, el cual es entendido por la Corte Suprema de 
Justicia como: 
 
[…] la vulneración de un interés tutelado por el ordenamiento legal, a 
consecuencia de una acción y omisión humana, que repercute en una lesión a 
bienes como el patrimonio o la integridad personal, y frente al cual se impone una 
reacción a manera de reparación o, al menos, de satisfacción o consuelo cuando no 
es posible conseguir la desaparición del agravio[…] (Corte Suprema de Justicia, 
2001) 
 
No obstante, la obligación de reparar que se genera en cabeza de quien con el 
hecho lesivo causa un daño, no se materializa entre tanto no se demuestre el perjuicio 
que a continuación pasamos a señalar. 
 
En cuanto a  los daños materiales o patrimoniales, no ha existido un punto de 
divergencia entre la jurisdicción contencioso administrativa y la jurisdicción ordinaria; 
por cuanto para ambas la tipología del daño material está compuesta por el lucro 
cesante y el daño emergente y su reconocimiento y cuantificación se reconocen en la 
medida en que estos sean probados por la parte demandante, es decir, se basa en 
datos objetivos, de manera que, la cuantificación de este daño no está sometida al 
arbitrio juris; sin que por eso, se entienda que el juez pueda sustraerse a su 
reconocimiento, ya que en todo caso, el juez en el momento de valorar la prueba 
deberá echar mano de las reglas de la experiencia o de las presunciones legales 
cuando sea necesario, y al mismo tiempo deberá aplicar fórmulas matemáticas para la  
cuantificación de este tipo de daños. 
 
Ahora, el reconocimiento y la liquidación de los daños inmateriales en materia civil 
representan un punto álgido de discusión entre ambas jurisdicciones, ya que se 
discrepan en cuanto a su tipología y los criterios que sirven de sustento al juez para su 




La Corte Suprema de Justicia mediante Sentencia del 2014 establece la tipología del 
daño extrapatrimonial en materia civil de la siguiente forma: 
 
[…] De ahí que el daño no patrimonial se puede presentar de varias maneras, a 
saber, i) mediante la lesión a un sentimiento interior y, por ende, subjetivo (daño 
moral); ii) como privación objetiva de la facultad de realizar actividades cotidianas 
tales como practicar deportes, escuchar música, asistir a espectáculos, viajar, leer, 
departir con los amigos o la familia, disfrutar del paisaje, tener relaciones íntimas, 
etc., (daño a la vida de relación); o, iii)como vulneración a los derechos humanos 
fundamentales como el buen nombre, la propia imagen, la libertad, la privacidad y la 
dignidad, que gozan de especial protección constitucional[…](negrilla fuera de 
texto).(Corte Suprema de Justicia, 2014) 
 
 
Respecto al daño moral, se establece que es un daño que reviste un interés de 
orden puramente extrapatrimonial, porque hace referencia a bienes de la personalidad 
y la forma como se manifiestan en sentimientos particulares, es decir, es un daño que 
afecta al sujeto como persona. En sentencia de la Corte Suprema de Justicia del 18 de 
septiembre de 2009 se describe el daño moral como:  
 
[…] la pesadumbre, perturbación de ánimo, el sufrimiento espiritual, el pesar, la 
congoja, aflicción, sufrimiento, pena, angustia, zozobra, desolación, impotencia u 
otros signos expresivos”, que se concretan “en el menoscabo de los sentimientos, 
de los afectos de la víctima y, por lo tanto, en el sufrimiento moral, en el dolor que la 
persona tiene que soportar por cierto evento dañoso”.(Corte Suprema de Justicia, 
2009). 
 
Ahora bien, el daño a la vida en relación es el daño que impide al perjudicado 
relacionarse con el entorno. La Corte Suprema de Justicia en Sentencia de 2009, lo 
relaciona con la“…imposibilidad o dificultad en que se halla el sujeto de relacionarse en 
condiciones de normalidad…”; entre tanto, Luis Diez – Picaso lo define como: “una 
disminución de la capacidad expansiva del individuo en el ámbito de las relaciones 
sociales, y por tanto, una disminución de las posibilidades de afirmación en la vida 
social…)” (Citado por Arango, 2017, p.p. 14-15). Es decir, con ocasión de este tipo de 
daño el individuo se ve menoscabado en su capacidad de interrelación con el entorno 




En relación con los bienes jurídicos de especial relevancia constitucional, la Corte 
Suprema (2014) los define como: “…el agravio o la lesión que se causa a un derechos 
inherente al ser humano, que el ordenamiento jurídico debe hacer respetar por 
constituir una manifestación de su dignidad y de su propia esfera individual…”  
 
Se refiere entonces, a la protección de bienes personalísimos como la intimidad, la 
honra, el buen nombre, entre otros, que tiene dentro del ordenamiento jurídico interno y 
el sistema internacional la categoría de derechos fundamentales; por cuanto tienen una 
estrecha interrelación con el respeto a la dignidad humana. Se trata entonces, del 
abandono a la teoría netamente patrimonialista que ha caracterizado al derecho civil, 
para propender por la tutela de los bienes jurídicos de especial relevancia 
constitucional y convencional, al reconocerlos como una nueva tipología del daño, la 
cual propende por la materialización del principio de reparación integral y el respeto de 
la dignidad humana. 
 
Para la cuantificación y liquidación de los daños inmateriales o extrapatrimoniales 
ante la jurisdicción ordinaria civil, la Corte Suprema de Justicia ha establecido lo 
siguiente:  
 
[…] No pueden, por tanto, fijarse o establecerse parámetros generales que en 
forma mecánica se apliquen a la valoración de tal clase de perjuicios, pues cada 
caso concreto ofrece particularidades que deberán ser apreciadas por el juez al 
momento de hacer la correspondiente estimación[…](Corte Suprema de Justicia, 
2014) 
 
De ahí que, atendiendo a la naturaleza de este tipo de daños, los cuales como ya se 
dijo, además de ser indeterminados y no ser susceptibles de apreciación económica, 
tampoco se pueden tasar mediante el uso de tablas o fórmulas matemáticas, en tanto 
que, requieren ser valorados plenamente por el juez con base a su sano arbitrio a 
través de criterios como la equidad, razonabilidad y la valoración de las pruebas a 






El delito es reconocido como una de las fuentes de las obligaciones establecidas en 
el Código Civil, del cual según lo preceptuado por la Corte Constitucional se derivan 
dos tipos de consecuencias, a saber: 
 
[…]  por un lado ocasiona un daño público, relacionado con el incumplimiento de 
las normas penales establecidas por el legislador, necesarias para la convivencia 
pacífica, a través del respeto de valores sensibles para la sociedad y, por otro lado, 
ocasiona un daño privado, relacionado con la afectación de derechos subjetivos de 
la víctima de la conducta punible[…] (Corte Constitucional, 2017) 
 
De esta última, se deriva la acción civil que se asiste a la víctima para solicitar el 
pago de los perjuicios provenientes de la conducta ilícita. De modo que, el artículo 94 
del Código Penal establece la obligación en cabeza de quien con su conducta punible 
vulneró los bienes jurídicos tutelados de otra persona de reparar los daños materiales y 
morales derivados del mismo. 
 
Es por esto que, el Código de Procedimiento Penal, consagra el mecanismo 
procesal independiente denominada incidente de reparación integral, a través del cual 
quien ha sido reconocido como víctima dentro del proceso penal puede acceder a la 
reparación integral de los perjuicios proveniente de la comisión del delito. 
 
Si bien, este mecanismo fue concebido en principio como un procedimiento 
meramente patrimonial, con posterioridad, y a través de los diferentes 
pronunciamientos de las altas cortes y de la comunidad internacional, se fueron 
integrando en este, postulado como la verdad y la justicia material que les asiste a las 
víctimas como sujetos de derecho y de especial protección constitucional. De manera 
tal, que a través de este mecanismo el juez penal debe, en todo momento propender 
por la reparación del daño de manera integral. 
 
En cuanto a su desarrollo normativo se encontró que está consignado en el Código 
de Procedimiento Penal artículos 102 al 108, sin embargo, lo no establecido en estos, 
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atendiendo al principio de integración normativa, deberá regirse por las normas del 
Código General del Proceso. 
 
En relación con la tipología, cuantificación y liquidación de los daños y perjuicios que 
pueden reconocer a través de este procedimiento, se tiene que son los mismos que 
reconoce la Corte Suprema de Justicia. 
 
Posición del Consejo de Estado sobre la doble reclamación. 
 
Para un mayor entendimiento de los análisis expuestos aquí, entiéndase por doble 
reclamación, el actuar de la víctima que luego de haber hecho uso del incidente de 
reparación integral en el proceso penal, decide después o paralelamente acudir ante la 
jurisdicción contencioso administrativa para reclamar indemnización por el mismo 
hecho. 
 
De manera puntual, el Consejo de Estado, mediante Sentencia del 2001,ha sentado 
su posición en cuanto a la doble reclamación en los siguientes términos: 
 
Hasta hoy la Sala había optado sin mayor unidad de criterio por tres soluciones a 
saber: -La interpretación consistente en que quien se dirigiera a la justicia penal o a 
la ordinaria civil, no podía acudir ante el contencioso administrativo para reclamar 
indemnización del Estado; -La que permitía demandar indemnización ante el juez 
administrativo siempre y cuando se descontara al actor la suma reconocida por el 
juez penal; y -La consistente en que la entidad demandada pagaría la totalidad de 
la indemnización pero solo si el funcionario citado al proceso penal no había 
indemnizado efectivamente a las víctimas. La Sala rectifica y precisa su 
pensamiento y dispone que quien se ha constituido en parte civil dentro de un 
proceso penal, igualmente puede demandar ante la jurisdicción contenciosa 
administrativa, con el fin de perseguir la plena indemnización de los daños y 
perjuicios ocasionados a la víctima, cuando quiera que hubiese sido afectada a la 
vez por culpa grave o dolo del agente y falla del servicio. En todo caso la entidad 
demandada se verá obligada a pagar  la totalidad de la indemnización impuesta por 
el juez administrativo, en una conciliación o en cualquier otra providencia,  salvo 
que la entidad pruebe en el proceso o al momento de cubrir el monto de la 
condena, que el funcionario citado en el proceso penal, pagó  totalmente el monto 
de los daños tasados por el juez penal,  ahora si prueba que el funcionario pagó 
parcialmente, a la entidad le asiste el derecho de descontar la suma cubierta por 




Así, se puede observar como en tratándose de la doble reclamación ante dos 
jurisdicciones diferentes, la víctima se encuentra plenamente facultada para reclamar la 
reparación por medio de estas dos vías; reclamando ante la jurisdicción ordinaria por la 
responsabilidad civil extracontractual en cabeza del funcionario y ante la jurisdicción 
contencioso administrativa en contra de la entidad pública por la falla en el servicios, 
quebrantando desde este punto de ver, varias instituciones jurídicas propias del Estado 
Social de Derecho, como la seguridad jurídica, el enriquecimiento ilícito y el abuso del 
derecho, al mismo tiempo, es un actuar que contribuye a la congestión del aparato 
judicial. 
 
En primer lugar, se equivoca el Consejo de Estado, al permitir la doble reclamación 
por cuanto esto constituye un abuso del derecho por parte de la víctima, la cual se 
materializa cuando una conducta“…resulta desviada del objeto y finalidad que la Ley 
establece para dicho derecho, y cuyo ejercicio vulnera derechos de terceros…” 
(Linares, 2016, p. 4). 
 
Esto implica que, acorde con los derechos y obligaciones que reconoce la 
Constitución Política, a los ciudadanos les asiste la obligación de hacer un uso 
adecuado de estos derechos, como quiera que en el caso objeto de estudio, la víctima 
al procurar la reparación a través del incidente de reparación integral, hace un uso 
efectivo de la misma y la reparación que se dio fue la justa de acuerdo con el perjuicio 
probado por esta. 
 
Por lo tanto, “…la insatisfacción o la simple expectativa en cuanto a la pretensión 
económica no puede traducirse en favor de las víctimas en la facultad abusiva de 
acudir paralela o supletoriamente al incidente ante el juez penal, al punto de 
permitírsele soslayar los resultados adversos en otro proceso adelantado en forma 
soberana para asegurar el pago de la obligación…”(Corte Suprema de Justicia, 
2001).Adicionalmente, este particular “abuso del derecho” produce un quebrantamiento 
del erario público, al reclamar a una entidad del Estado una reparación que ya se había 




Esta posición también atenta contra la seguridad jurídica que se proclama del 
ordenamiento jurídico, en la medida en que quebrante la garantía de certeza sobre la 
reparación que se da mediante el incidente de reparación integral. Adicionalmente, 
también se produce un enriquecimiento sin justa causa, que como lo define Henao, 
“…resulta de la indemnización del daño en forma inadecuada, puesto que cuando se 
hace por encima del  daño causado en realidad, se genera el  “enriquecimiento sin 
justa causa a favor de la 'víctima" (Henao, 1998,  p. 45). De este modo, no debería 
facultarse a la víctima para que reclame el pago efectivo de los perjuicios ante dos 
jurisdicciones diferentes por cuanto su finalidad resulta análoga, y en los casos en que 
prosperan, se está ante la reparación de un daño de materia doble, que en suma 
constituye un enriquecimiento ilícito en favor de la víctima. Adicionalmente, esta 
conducta también genera el desgaste del aparato judicial, al ventilarse ante las dos 
jurisdicciones la reparación del mismo daño, generando con esto un desequilibrio entre 
los órganos judiciales, en la medida en que se produce una congestión aun mayor a la 
ya existe, en miras a revolver sobre una reparación que ya fue concedida en otra 
jurisdicción. 
 
Resultados o hallazgos. 
 
Las tipologías de los daños reconocidas por la jurisdicción civil y jurisdicción 
contencioso administrativa, más allá de propender por la reparación de los perjuicios 
materiales e inmateriales, propenden por el reconocimiento y reparación integral de la 
víctima.  
 
Se debe reconocer entonces, que a la hora de cuantificar y liquidar el daño 
inmaterial los métodos usados por ambas jurisdicción son completamente diferentes, 
en la medida en que la jurisdicción contenciosa opta por métodos completamente 
objetivos, como los son el uso de tablas que establecen topes y la jurisdicción civil 
acude a un método netamente subjetivo al permitirle al juez con base a su sano arbitrio 
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y través de criterios como la equidad, razonabilidad y la valoración de las pruebas a 
través de las reglas de la sana critica poder cuantificar los perjuicios. 
 
Esto en la práctica trae consecuencias, por cuanto no permite una unidad de criterio 
en la cuantificación y liquidación de los perjuicios, lo que se traduce en muchos casos, 
que la cuantía de la reparación en sede contenciosa genere mayor expectativa de 
certeza y mayor índice de satisfacción para la víctima.  
 
En contraposición, podemos ver como en la jurisdicción ordinaria, al estar está a la 
merced del criterio evaluador del juez, se podría generar una duda o incertidumbre 
sobre la cuantificación de los perjuicios que el juez considera justa y la que en realidad 
contribuye a la verdadera reparación integral de la víctima, se abre la puerta entonces, 
a que se presenten casos en los que se genera una vulneración a los derechos de la 
equidad y la igualdad material de las víctimas, en la medida en que existiendo casos de 
daños análogos, estos se liquiden con un valor diferente. 
 
Ahora, esta falta de unificación de criterios en ambas jurisdicciones abre la puerta 
para que la víctima al no estar completamente satisfecha con la cuantificación del daño, 
mediante el incidente de reparación integral active doblemente el aparato judicial para 
reclamar ante la jurisdicción contenciosa administrativa. 
 
Y como ya se vio, esta conducta o proceder de la víctima afecta instituciones 
jurídicas propias del Estado Social de Derecho, como la seguridad jurídica, el 
enriquecimiento ilícito y el abuso del derecho, al mismo tiempo, es un actuar que 
contribuye a la congestión del aparato judicial. 
 
Se considera entonces, que la figura del incidente de reparación integral que se da 
después de proceso penal, no cumple en sí una finalidad reparadora integral, por 
cuanto, en casos particulares en los que la víctima del hecho antijurídico de un 
funcionario público busca la reparación integral a través de este procedimiento, se 
encuentra con que allí, en primer lugar, la cuantificación del perjuicio se encuentra 
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plenamente subjetivada,  y en segundo lugar, en caso de tratarse de afectaciones 
graves a los derechos humanos por los cuales proceden medidas de tipo restaurativo 
como las medidas de satisfacción, restitución y rehabilitación a cargo del Estado, no 
pueden ser reconocidas en esta instancia porque decretarlas allí constituiría una 
prejudicialización de la entidad pública que en todo caso tiene como juez natural, al 
juez contencioso administrativo. 
 
 
Conclusiones y recomendaciones. 
 
En busca de una reparación integral y que ésta al mismo tiempo no sea fuente de 
enriquecimiento ilícito para la víctima, lo que se propone entonces, es que en los casos 
en los que el perjudicado haga uso del incidente de reparación integral y decida acudir 
posteriormente ante el juez contencioso; el fallo entonces en esta jurisdicción, solo 
deba referirse al estudio de la falla en el servicio, y en caso de existir, hacerse su 
reconocimiento, al mismo tiempo de corroborarse la necesidad de adopción de 
medidas de tipo restaurativo a cargo de la entidad pública ordenar su ejecución; pero 
en ningún caso, en el fallo deberá hacerse nuevamente una liquidación de perjuicios, 
puesto que estos ya fueron declarados a cargo del funcionario público. 
 
Al mismo tiempo que debería propenderse por la protección del patrimonio público 
con la adopción de medidas tendientes a promover una reparación integral idéntica en 
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